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Decide la Sala los recursos de apelación presentados por la parte demandante y  demandada, Ministerio de Defensa-Policía Nacional, contra la sentencia del 20 de marzo de 2002 proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo del Huila, por medio de la cual se accedió a las pretensiones de la demanda. La sentencia recurrida será confirmada.

SÍNTESIS DEL CASO

El  8 de agosto de 1994 en razón a una incursión guerrillera fue destruido un inmueble que poseían los demandantes en donde operaba la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero en el municipio de Saladoblanco, Huila. 

ANTECEDENTES
I. Lo que se demanda

1. El 8 de junio de 1995 Ana Silvia, Onías y Benjamín Hoyos Pérez presentaron demanda de acción de reparación directa contra la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional y contra la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero con el fin de que fueran indemnizados los daños causados, luego de una toma guerrillera en la que resultó destruido un bien inmueble en el que residía la primera y estaba arrendado a la entidad bancaria mencionada.

2. Señaló la parte demandante que Ana Silvia Hoyos Pérez, en calidad de heredera de José Abdías Hoyos, desde hace 18 años arrendaba un inmueble a la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero cuyo contrato vencía el 1° de noviembre de 1994. Especificó que “la casa constaba de dos plantas: la primera ocupada por la Caja Agraria, un almacén-floristería y un apartamento. La segunda destinada a habitación de la peticionaria y poseedora”. Agregó que también son herederos de José Abdías, Onías y Benjamín Hoyos Pérez. 

3. Alegó que la Policía Nacional tiene la obligación de evitar los daños y de proteger a todas las personas en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y que la Caja de Crédito Agrario realiza una actividad peligrosa como lo es la actividad financiera y que opera con absoluta desprotección en las zonas de violencia. 

4. Por lo anterior, solicitó que se declarara solidariamente responsable a las entidades demandadas “de los daños y perjuicios sufridos (…) como  consecuencia de la destrucción del edificio donde vivían y también quedaban las oficinas de la Caja de Crédito Agrario, en Saladobanco, Huila, durante el asalto guerrillero el pasado 8 de agosto de 1994” y que, como consecuencia de lo anterior, se condene a pagar “2.1 Los perjuicios materiales causados (…) correspondientes al valor del edificio y de su casa de habitación, y los ingresos que dejaron de percibir como consecuencia de la imposibilidad de mantener en arrendamiento el citado inmueble, así como lo que les cueste el pleito, el valor que se demanda como empobrecimiento, es decir, como un daño, incluyendo desde luego, los honorarios que deban pagarle a los abogados para hacer valer procesalmente sus derechos, o que legalmente correspondan. 2.2 Los perjuicios morales equivalentes a un mil gramos de oro a cada uno de los demandantes. 3. Los valores se pagarán en pesos actualizados de acuerdo con el poder adquisitivo de la moneda para la fecha de ejecutoria de la sentencia. 4. En la regulación de los perjuicios patrimoniales se distinguirán dos períodos: la suma debida desde la fecha del daño hasta la probable del fallo, y, la futura, teniendo en cuenta el tiempo promedio que demanda construir la nueva edificación a partir del momento del fallo y del cumplimiento de la sentencia”.

II. Trámite procesal
5. El apoderado de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional en la contestación de la demanda dijo que “se exime al estado de responsabilidad, ya que el hecho ha sido producido por la actividad de un tercero (Guerrilleros) y en circunstancias de imprevisión que configurarían un caso fortuito”.
6. En los alegatos de conclusión la parte demandante señaló que “de acuerdo con la nomenclatura que identifica a los inmuebles diferentes a los señalados y que resultaron afectados, éstos se localizan próximos a aquellos, de donde se deduce que la incursión guerrillera tenía como objetivo las instalaciones del Estado, revistiendo la característica de selectivo indistintamente si la propiedad de los inmuebles fuera oficial o de particulares (…) cuando el atentado es dirigido en concreto contra un elemento representativo el Estado, se produce en relación con los damnificados un desequilibrio de las cargas públicas o un daño especial, que si bien no es causado por el Estado, es padecido en razón de él y en ese caso surge un título de imputación que permite impetrar la reparación (…) en el presente caso, la incursión guerrillera recayó o fue dirigida contra un elemento representativo del Estado como es las instalaciones del único banco de origen estatal existente en la municipalidad de Saladoblanco, cuya planta física no es de propiedad del Estado (Caja Agraria) sino que detentaba una posesión y uso en virtud del contrato de arrendamiento suscrito con los demandantes, surgiendo en cabeza de estos la acción de reparación e indemnización de perjuicios materiales y morales”. 

7. El 20 de marzo de 2002 el Tribunal Contencioso Administrativo del Huila, profirió sentencia de primera instancia en la cual resolvió:

“1. Declarar administrativa y patrimonialmente responsable a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional y a la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero por los daños perjuicios ocasionados a los demandados. 

2. Condenar a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional en un 70%- y a la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero -en un 30%- a pagar a Ana Silvia (…) Onías (…) y a Benjamín Hoyos Pérez (…) la suma de $ 117.777.662, por concepto de perjuicios materiales. 

3. Denegar las demás súplicas de la demanda. 

(…)”. 

7.1 Argumentó el Tribunal que “la causa para predicar la indemnización del perjuicio -que si bien es cierto, fue provocado por un tercero- dimana de un riesgo excepcional al que están expuestos los propietarios de bienes próximos a las instalaciones públicas que fueron objeto del ataque. En el caso del inmueble de propiedad de los demandantes, éste fue destruido por servir de sede a la Caja de Crédito Agrario, entidad, que no obstante haber sido damnificada, debe concurrir a la indemnización de los perjuicios irrogados en un porcentaje equivalente al 30%. El 70% será asumido por la Nación-Ministerio de Defensa, dado que la Estación de Policía fue el motivo principal de la agresión y a sus agentes les correspondía asegurar la indemnidad de la población y de sus bienes”.

7.2 Con respecto a la liquidación de perjuicios consideró que no se acreditaron los morales y en lo que atañe con los materiales que “en la medida en que el dictamen pericial no se plegó a las fórmulas de matemáticas financieras adoptadas para estos eventos por el H. Consejo de Estado, la Sala se apartara de él, procediendo a su análisis desde dicha perspectiva”. Añadió que el daño emergente “lo constituye el costo de reconstrucción del inmueble y de reposición de los bienes muebles que resultaron deteriorados. Para su cálculo, se tomará como base el informe de los daños causados por la incursión guerrillera; rendido el 12 de agosto de 1994 por el Secretario de Obras Públicas Departamentales” y en lo que se refiere al lucro cesante señaló que “corresponde al ingreso que por concepto del canon de arrendamiento del local donde funcionaba la Caja Agraria, dejaron de percibir los demandantes. Para efectuar su cálculo, se tomará el valor del canon pactado en el contrato de arrendamiento (…) el 26 de diciembre de 1989 -$40.000-, puesto que no está acreditado cuál fue el valor de los incrementos posteriores. Este valor será actualizado, tomando como parámetros el I.P.C. del mes de agosto de 1994 y el de la fecha de esta providencia, multiplicado por el número de meses entre esos dos períodos”.

8. La parte demandante y el Ministerio de Defensa-Policía Nacional como entidad demandada presentaron recurso de apelación. 

8.1 La parte demandante dijo que “sí está demostrado dentro del proceso (y así quedó consignado en la sentencia) que los demandantes eran herederos de ABDIAS y que los bienes inmuebles sobre los que recayeron los daños materiales, habían sido adquiridos por derecho sucesoral de su padre, por tanto su destrucción causó afección sentimental, así los bienes no representaran mayor valor económico, sí representaba para los herederos un gran valor afectivo, por el solo hecho de obtenerlos de su padre” y solicitó que “se acoja el dictamen pericial rendidos por las profesionales Liliana Elvira Blanco Pérez e Inés del Rosario Cortés Rincón, pues está basado en la jurisprudencia del Consejo de Estado y fórmulas matemáticas financieras que hacen más objetiva la indemnización”. 

8.2 El apoderado de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional dijo que a) “no hay prueba dentro del proceso, de que los hechos objeto de la demanda, hubiesen sido anunciados, previstos o previsible; o que se hubiese conocido el hecho con anterioridad y no hubiese hecho nada por evitarlo o repelerlos  (…) lo que nos lleva a manifestar sin temor a equivocarnos que la entidad (…) no falló por omisión”; b) “la no existencia del nexo causal ya que los hechos se produjeron sin intervención, sin funcionario estatal y sin actuación, omisión, negligencia, inactividad ni extra limitación de funciones de ningún agente de la administración sino por la acción exclusiva y determinante de un tercero”; c) “el compromiso de las autoridades de procurar el bienestar de los asociados, no puede ser omnímodo hasta el punto de exigirles lo irrealizable y utópico”; d) “no se demostró de manera fehaciente que el artefacto explosivo iba dirigido contra las instalaciones de la Policía Nacional, pero debemos tener en cuenta que la situación actual de nuestro país, nos tiene inmersos en una guerra de la cual todos somos víctimas”. En los alegatos de conclusión agregó que “se demostró de manera fehaciente que la fuerza pública cumplió con la misión de protección y vigilancia y por lo tanto no hay tan siquiera culpa o negligencia. Por lo tanto se puede concluir que los hechos objeto de la demanda se produjeron por terceras personas y no por un actuar de la administración”; que “si se buscan responsables, la Policía Nacional no debe soportar el pago de una indemnización, pues su actuar no fue determinante en la producción del hecho que se reclama la conducta de los grupos subversivos” y que “no basta, que en la demanda se hagan afirmaciones sobre la existencia de un daño, porque el demandante no puede limitarse, si quiere sacar avante su pretensión, a hacer afirmaciones sin respaldo probatorio, porque no pueden ser valoradas como si se tratara de hechos notorios o presumibles”. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

I. Competencia

9. La Sala es competente para decidir el asunto por tratarse del recurso de apelación presentado contra la sentencia proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo del Huila, en un proceso que por su cuantía (f. 8 c. ppl.)
, determinada al momento de la interposición de la demanda, tiene vocación de doble instancia. Se aplican en este punto las reglas anteriores a la entrada en vigencia de la Ley 446 de 1998.

II. Validez de los medios de prueba

10. La Sala valorará como medio de prueba los documentos obrantes en copia auténtica. Respecto del peritaje efectuado dentro de este trámite judicial, recuerda la Sala que el juez no está sujeto per se a lo concluido por los peritos y que tiene el deber de valorar en su integridad el dictamen aportado con base en aspectos como “la experiencia y calificación profesional, técnica científica o artística del perito, además de la coherencia, precisión y suficiencia de la fundamentación del dictamen”; de este modo si se evidencia “tal grado de inconsistencia y falta de rigor científico, el juez (…) puede prescindir de tomar en consideración, para fallar, un experticio técnico rodeado de semejantes singularidades. Así se desprende de lo preceptuado por los artículos 237, numeral 6º y 241 (inciso 1º( del Código de Procedimiento Civil”
. 

10.1 Con respecto al dictamen pericial allegado, considera la Sala que le asiste razón al Tribunal al no acogerlo cuando liquidó los perjuicios en sede de primera instancia, por cuanto en éste se vislumbra una ausencia de fundamentación en razón a la falta de claridad en el mismo. Así se observa en el dictamen (f. 98-99 c.1):

Cuestión previa, se han tomado las pautas al respecto enseñadas por el tratadista Gilberto Martínez R. en su obra la Responsabilidad Civil Extracontractual en Colombia =(Tablas y Fórmulas aceptadas y observadas en sus texis (sic)/ Jurisprudencias por el H. Consejo de Estado, pág 352/4 y SS). Capítulo 39, dando aplicación a la tabla para actualizar el monto de la indemnización (interes anual) donde el LCC es el lucro cesante consolidado, como son necesarias operaciones financieras, se aplican matemáticas que deben actualizarse, y en las otras aparecen los intereses que se deben aplicar; aplicando el 26% anual y que resulta de sumarle la corrección monetaria (20%) al interés puro (6%). En la intersección que corresponde al número de meses con la columna del interés utilizado aparece un factor que indica la suma de dinero que debe depositarse en un banco para que, el interés escogido, produzca un peso de rendimiento o de lucro cesante consolidado. Basta entonces multiplicar ese factor por la suma que se tiene al efecto y nos da como resultado el monto total del lucro cesante consolidado o indexado. 

1°) Entonces Desarrollo: pertinente al inmueble de la carrera 6 # 2-38 de Saladoblanco (h) existente el día 8 de agosto /94, materia de proceso de la refrencia; según la nomenclatura que aparece= tomando el avalúo de           $ 40.000.000 en total, tratado a folio 8, segundo paragrafo (sin numerar) del acápite 5. Cuantía y competencia, del proceso en referencia, contabilizando 78 meses desde agosto/ 94 a febrero/ 2001 (esta última fecha época atinente al dictamen por realizar) el factor correspondiente es 4.49 x 40.000.000 arroja la cantidad de $ 179.600.000.

2°) Sobre la misma obra citada se actualiza el Lucro Cesante Consolidado= Pas 401 S.s. 

L.C.C. = ra= (1 + i) n-1
                        i

Ra= 120.463 renta del inmueble para el reajuste del año 1.994 (se proyectó según el incremento anual, para determinar el valor resultante) 

I= interés 26% anual –equivalente para desarrollar la fórmula 0.04867

N= Número de meses= 78 como ya se expuso

L.C.C. = 120.463 = 1 +0.04867 / (n78) -1

                         0.04867

L.C.C= $ 7.480.523

…………………………………………………………………………………………………..

Conclusiones: De conformidad a lo expuesto=

1) Determinamos el avalúo de los perjuicios del edificio y muebles en $ 179.600.000

2) Consecuente de la fórmula L.C.C., determinamos el avalúo de los daños causados por la pérdida del producido del arrendamiento al efecto en $7.480.523

Suma Total: Los conceptos anteriores suman $ 187.080.523
10.1.1 En el dictamen no se señalaron los datos bibliográficos del doctrinante citado, ni la jurisprudencia del Consejo de Estado en la que supuestamente éste se basó, ni se muestra la tabla a la que se refiere como la base para la liquidación, ni se conoce la procedencia de las cifras utilizadas en los cálculos efectuados (20%,6%, 4.49, 26%). Además la fórmula empleada en el dictamen para efectos de liquidar el lucro cesante, no es clara y dista de la usada por esta Corporación.

III. Hechos probados

11. Con base en las pruebas válida y oportunamente allegadas al expediente se tienen como ciertos los siguientes supuestos fácticos: 

11.1 Ana Silvia, Benjamín y Onías Hoyos Pérez son hijos de José Abdías Hoyos y Anunciación Pérez (copia auténtica del registro civil de nacimiento, f. 38-40 c. 1), quienes respectivamente fallecieron el 3 de octubre de 1980 y 30 de agosto de 1991 (copia auténtica del registro civil de defunción f. 121-122 c .1). 

11.2 José Abdias Hoyos para la época de los hechos se encontraba registrado como propietario de dos bienes inmuebles en el municipio de Saladoblanco, Huila, cuyos linderos se encuentran, respectivamente, en la escritura pública n.° 31 del 4 de febrero de 1965 de la Notaría de Pitalito y n.° 302 del 14 de noviembre de 1957 de la Notaría de Timana (copia auténtica de las matrículas inmobiliarias números 206-53350, 206-53349, f. 123-126 c.1). El primer bien inmueble posee los siguientes linderos: “por el occidente limita con la plaza pública; por el sur con local de la mortaria de Jeremías Hernández; por el Oriente limita con local del comprador y por el norte calle de por medio, con casa de José Arcenio Burgos” (copia auténtica de la escritura pública, f. 53-54 c.1). 

11.3 El 26 de diciembre de 1989 Ana Silvia Hoyos arrendó en representación de Benjamín, Onías Hoyos y otros, a la Caja de Crédito Agrario, Industrial y Minero un bien inmueble ubicado en el municipio de Saladoblanco e identificado con los siguientes linderos: “por el norte, limita con la calle pública frente a la casa de habitación del señor Efraín Salgado Peña, por el oriente, con casa de habitación de María Luz Rojas y por el occidente limita con la calle pública frente al parque principal”, por el término de cinco años contados a partir del 1° de noviembre de 1989 a noviembre de 1994 y prorrogable por voluntad de las partes, y en donde se especificó que el inmueble “será utilizado por ahora como Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero” (copia auténtica del contrato de arrendamiento, f. 48-49 c.1).

11.4 El 8 de agosto de 1994 hubo una incursión guerrillera en el municipio de Saladoblanco en donde resultó afectada la vivienda ubicada en la calle 3ª n.° 5-51 de propiedad de Silvia, Benjamín y Onías Hoyos, lugar en el que en la planta baja funcionaba la Caja Agraria, al igual que se afectó el Palacio Municipal donde funcionaba el “cuartel de policía, registraduría, cárcel, dependencia de la Alcaldía, juzgado, consejo, promotoría” (certificado proferido por el secretario general de la alcaldía del municipio de Saladoblanco, f. 41 c. 1; evaluación de daños causadas efectuada por el secretario de obras públicas departamentales, f. 44-47 c.1).

IV. Problema jurídico 

12. Debe la Sala determinar si las entidades demandadas son responsables  por los daños ocasionados a los demandantes por la destrucción de un inmueble de habitación y lugar donde funcionaba la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero, en razón a una incursión armada por parte de un grupo al margen de la ley.  Para lo anterior deberá definir en qué circunstancias dicho establecimiento bancario es un elemento representativo del Estado como objetivo militar y si su presencia constituye un riesgo excepcional.

V. Análisis de la Sala

13. En primer lugar, considera la Sala que Ana Silvia, Benjamín y Onías Hoyos Pérez no acreditaron la propiedad del inmueble referido, por cuanto no consta en el expediente prueba idónea que determine el título y el modo por el que habrían adquirido el mencionado derecho real. Si bien,obra prueba de que eran hijos de la persona inscrita como titular del derecho del dominio, es un hecho cierto que no se encuentran registrados como propietarios, esto es, no habría operado el modo que los configuraría como titulares del derecho del dominio (art. 756 y 757 del C.C.)
.

14. No obstante lo anterior, para la Sala existen indicios que permiten concluir la configuración de la posesión en los demandantes sobre el bien inmueble ubicado en el municipio de Saladoblanco, Huila, donde funcionaba la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero y que resultó afectado por una incursión guerrillera. 

14.1 El C.P.C. dispone que, para que un hecho pueda considerarse como indicio debe estar debidamente probado en el proceso (art. 248). De este modo, y siguiendo la doctrina autorizada
, para la existencia jurídica del indicio es necesario plena prueba del hecho indicador y que, el hecho probado tenga alguna significación probatoria respecto al hecho que se investiga por existir alguna conexión lógica entre ellos. El análisis para la configuración de un indicio, esto es, el paso entre el hecho indicador y el hecho indicado es una operación que debe realizar el juez en cada caso concreto, de acuerdo con las reglas de la experiencia y siempre que no obre prueba en contrario que lo desvirtúe
. 

14.2 En este caso, considera la Sala que los demandantes tenían la posesión, esto es, “la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño” (art. 762 C.C.), sobre el bien inmueble donde operaba la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero en el municipio de Saladoblanco, Huila. A dicha conclusión se arriba en razón de que los demandantes eran hijos de quien estaba inscrito como propietario del bien afectado; las autoridades municipales y departamentales los reconocieron como dueños; y fueron ellos, a través de Ana Silvia, quienes suscribieron un contrato de arrendamiento con la referida entidad bancaria, hechos que conforme con las reglas de la experiencia permiten concluir el hecho de la posesión. De este modo, constata la Sala la configuración de un daño material en cabeza de los demandantes, por la destrucción total de un bien inmueble que poseían y que fue afectado por una incursión guerrillera y cuyos daños, según información, ascendían a la suma de cuarenta millones de pesos.

15. En lo que respecta al daño moral por la pérdida de bienes o cosas, recuerda la Sala que para su reconocimiento es necesario que dicho daño se encuentre suficientemente acreditado, sin que se trate de cualquier sentimiento de aflicción, o cualquier contratiempo o contrariedad, sino de uno de tal envergadura o intensidad que justifique su reparación
; no resulta así suficiente “para darlo por existente -y en consecuencia, para considerarlo indemnizable- con probar la titularidad del derecho y la antijurídica lesión del mismo imputable a una autoridad pública”
. Con base en lo expuesto considera esta Sala que el daño moral no se acreditó, si bien es natural que los demandantes sintieran una congoja por la pérdida de la construcción de su vivienda, no está probado que este sentimiento fuera extraordinario o de tal importancia como para que se dé por constatada la existencia de un daño moral.

16. Con la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991 se determinó que el Estado es responsable de los daños antijurídicos causados por las autoridades siempre y cuando le fueran imputables debido a su acción u omisión.

16.1 La jurisprudencia de esta Corporación ha creado diversos títulos de imputación para atribuir al Estado la obligación de reparar patrimonialmente los daños antijurídicos causados. Cuando se trata de imputar al Estado la responsabilidad por el hecho de un tercero, el marco de análisis, conforme con el supuesto fáctico, debe centrarse en determinar: a) si las autoridades conocían previamente la ejecución de este hecho y no tomaron las medidas necesarias para evitarlo o las que se ejecutaron no resultaron eficientes; o si este hecho fue consecuencia de la acción o la omisión de alguna autoridad del Estado
; o b) si el Estado generó, en el cumplimiento de sus funciones, un riesgo de carácter excepcional, esto es, en el ejercicio de sus funciones sometió a una parte de la comunidad a un riesgo que una vez concretado genera un desequilibrio en las cargas públicas, como lo es, cuando el hecho de un tercero dirigido contra un elemento representativo del Estado genera un daño. Entre los elementos calificados por esta Corporación como representativos del Estado que han constituido un objetivo militar para grupos al margen de la ley están: el dirigido contra un establecimiento militar o policivo, un representante de la cúpula estatal, un centro de comunicaciones
, entre otros.

16.2 Si bien es dable concluir que los objetivos militares son los que representan la fuerza pública y por ende su afectación constituye una ventaja militar, ello no es razón para excluir otros elementos representativos del Estado, no sólo porque éste es más que fuerza pública, sino también porque su afectación en un determinado contexto desestabiliza también la estructura estatal. 

16.3 Legalmente, la Caja de Crédito Agrario, Industrial y Minero creada por medio de la Ley 57 de 1931 era una sociedad anónima de economía mixta, del orden nacional, perteneciente al sector agropecuario y vinculada al Ministerio de Agricultura
. Lo anterior, a su vez que denota la autonomía administrativa, también establece su relación con una entidad estatal por tener una relación de vinculación con el Ministerio de Agricultura, lo que explica a su vez la función de ser ejecutora de la política agropecuaria, industrial y minera en el marco de sus competencias, esto es, en ser “un organismo de crédito y de provisión para el sector agropecuario, con definido carácter comercial y marcada presencia bancaria, que efectúa operaciones de naturaleza mercantil análogas a las que desarrollan los particulares, conforme a las reglas del derecho privado”
.

16.3.1 Su naturaleza y contexto de desarrollo indican que se trata de una institución estatal, la cual por medio de una operación bancaria representaba  y hacía presencia del Estado en el territorio nacional con el fin de satisfacer  las necesidades de los pequeños y medianos agricultores y campesinos en materia de crédito; prestar servicios de asistencia técnica y manejo de granjas; elaborar y comercializar insumos agropecuarios; servir a las metas promocionales del Estado Social de Derecho, en otros términos, era “la columna vertebral del Estado para sus políticas de desarrollo socio económico”
. De este modo, la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero era entonces un bien representativo del Estado.

16.4 Ahora, para que dicho bien adquiera las características de objetivo militar cuya destrucción repercuta de manera negativa en la estructura estatal, no basta entonces el hecho de que fuera una entidad representativa del Estado, sino que se hace necesario que el daño se produzca en una zona de conocida afectación del orden público y además existan antecedentes de igual accionar en su contra en esas localidades, pues dichas circunstancias permiten que surja la percepción de que es un fin buscado por los grupos insurgentes y que su presencia en zonas de semejantes características comportaría un riesgo, esto es, la contingencia o proximidad de que ocurriese un hecho dañoso. Sin estos dos factores la afectación que se produzca sería un hecho aislado, pues ni la misma entidad dañada ni la autoridad encargada de su cuidado -Ministerio de Defensa- sabrían de la existencia del riesgo y por ende no se le podría imputar que éste fue por ellas creado, aspecto distinto a que existiendo una amenaza previa a un bien determinado no se hiciera nada para evitarla o lo que se hiciera no resultara efectivo en razón a la negligencia de los agentes estatales.

17. En el caso objeto de análisis, se juzga que el Estado es responsable por los daños ocasionados a los demandantes por la afectación de un bien inmueble de su posesión donde funcionaba la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero, por cuanto dicha institución representaba al Estado y el riesgo era conocido por las entidades demandadas al estar ubicado en una zona donde el orden público se encontraba alterado, por lo que se ha de imputar la responsabilidad estatal. 

17.1 Para la Sala es un hecho notorio
 que para el año 1994 el orden público en el municipio de Saladoblanco, departamento del Huila estaba alterado. A esta afirmación se llega, por cuanto era de público conocimiento que el territorio nacional estaba siendo víctima de diversos ataques terroristas como lo mostró la necesidad de declarar un estado de conmoción interior a finales del año 1992 y a principios del año 1995 (17.1.1); dicho departamento ha tenido en su historia presencia de grupos armados al margen de la ley (17.1.2) y el mencionado municipio está ubicado en una zona estratégica de ventaja militar (17.1.3).

17.1.1 Mediante Decreto 1793 del 8 de noviembre de 1992 se declaró el estado de conmoción interior en el territorio nacional, en razón a que: a) las acciones guerrilleras y de delincuencia organizada habían agravado el orden público que ya estaba perturbado; b) dichas acciones no sólo se dirigían contra la fuerza pública, sino contra la población civil y la infraestructura de producción y servicios, con el fin de minar la solidaridad ciudadana con las autoridades y debilitar la organización económica del país y c) dichos grupos con el fin de financiar y adelantar su actividad delincuencial disponían de recursos económicos obtenidos de manera ilícita. La declaratoria de este estado y sus medidas fueron objeto de prórrogas
. 

17.1.1.1 Semejantes razones fueron las que motivaron la declaratoria de este mismo estado de excepción el 16 de agosto de 1995 por medio del Decreto 1370 en el cual se expuso de manera general que “la situación de orden público se ha agravado en las últimas semanas como resultado de la acción de la delincuencia común, la delincuencia organizada y la subversión, generadoras de los acontecimientos de violencia que han sacudido al país, atentando de manera grave contra la estabilidad institucional, la seguridad del Estado y la convivencia ciudadana”.

17.1.1.2 Dichas declaratorias reconocen de manera formal la grave afectación del orden público en el que estaba inmerso el país por parte de grupos armados organizados al margen de la ley y dan cuenta de la permanencia de dichos ataques contra la estructura estatal en general y la afectación a la organización económica del país. Por tanto, es dable concluir que en determinadas zonas del país había presencia guerrillera que efectuaba incursiones armadas dejando graves consecuencias
.

17.1.2 La historia del departamento del Huila da cuenta de que allí: a) fue uno de los escenarios de la violencia de los años 50; b) operaron guerrillas liberales y comunistas; c) fue el lugar al que se dirigieron las guerrillas del Tolima que decidieron no acogerse a la amnistía de Rojas Pinilla; d) se localizaron algunos grupos de autodefensa campesina de orientación comunista que fue la base para la creación de las Farc; e) las Farc comienzan su presencia en el año 1983 a través del frente 17 y es allí donde f) los grupos armados, en especial las Farc, buscan la expansión del dominio territorial. A lo anterior, se agrega que entre los años 1993 y 1994 la intensidad del conflicto armado en el Huila se asemejaba a la que vivía todo el país
.

17.1.3 El municipio de Saladoblanco, Huila, se encuentra ubicado al sur del mencionado departamento, limita por el norte con los municipios de La Argentina y Oporapa, por el occidente con el departamento del Cauca, por el sur con los municipios de Pitalito y San José de Isnos y por el oriente con el municipio de Elías. Dicho municipio ocupa parte del macizo colombiano, lugar donde se origina la cordillera oriental y nacen diversos ríos, zona ocupada por los frentes 13 y 61 de las Farc que se benefician del cultivo ilícito ocupando no sólo el territorio de Saladoblanco, sino también el de La Argentina, Oporapa e Isnos. Dicho municipio para el período comprendido entre 1990-1993 y 1994-1995 contaba con intensidad del conflicto armado de entre 1 y 4 acciones en dichos períodos
. 

17.1.4 El anterior contexto permite concluir que en el municipio de Saladoblanco, Huila, estaba alterado el orden público por la presencia de grupos armados que tenían como fin desestabilizar las instituciones estatales y tomar el control del territorio. Se trataba entonces de un hecho notorio para la sociedad civil y las instituciones estatales. 

17.2 Así, puede afirmarse que para la época de los hechos, el municipio de Saladoblanco era una zona donde imperaba la presencia de los grupos armados al margen de la ley cuya ubicación geográfica resultaba relevante y en donde el control del territorio y la exclusión de cualquier presencia estatal en el mismo constituía una ventaja militar.

17.3 A lo anterior se suma el hecho probado de que la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero había sido objeto de ataque por parte de grupos organizados al margen de la ley antes del acaecimiento de los hechos que inspiró esta acción -8 de agosto de 1994-. Así, de la información suministrada por la entidad bancaria demandada, respecto de la estadística de siniestralidad de la misma entre 1989 a 1998  en relación con los  hechos perpetrados por los grupos organizados se observa que en el año 1989 ocurrieron 13 casos; en 1990 17 casos; en 1991 40 casos; en 1992 43 casos; en 1993 20 casos; 1994 25 casos; 1995 12 casos; 1996 23 casos; 1997 20 casos; 1998 39 casos (f. 72 c.1). En conclusión, la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero además de ser un bien representativo del Estado, para la época de los hechos era un objetivo militar por estar ubicado en una zona afectada por la alteración del orden público.
18. Finalmente, la Sala considera necesario advertir que la actividad comercial de la Caja Agraria no fue la que generó el riesgo. El contenido del riesgo en el que se fundamenta esta providencia, es que esta entidad en todo el territorio nacional con anterioridad a los hechos que aquí se analizan, había sido objeto de continuos y violentos ataques perpetrados por grupos organizados. Así, para éstos grupos y para la época de ejecución del hecho, este bien constituía un objetivo militar.

19. De este modo, la administración es responsable de los daños ocasionados a los demandantes por la afectación al bien inmueble donde funcionaba la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero en el municipio de Saladoblanco, Huila, por cuanto su presencia generó un riesgo de carácter excepcional al estar ubicado en una zona donde estaba alterado el orden público y dicha institución representaba un objetivo estatal específico identificado como tal por los grupos al margen de la ley. Además, de acuerdo con las pruebas obrantes en el expediente, la incursión guerrillera del 8 de agosto de 1994 se dirigió contra la entidad bancaria mencionada y demás organismos representativo del Estado como el palacio municipal donde funcionaba el “cuartel de policía, registraduría, cárcel, dependencia de la Alcaldía, juzgado, consejo, promotoria” (f. 45 c.1). 

20. En razón a expuesto, esta Sala confirmará la sentencia apelada y actualizará la condena impuesta respecto de la liquidación del daño emergente y en lo que atañe con la liquidación del lucro cesante revocará la condena impuesta y en su lugar impondrá una condena en abstracto, la cual no es una condición para el pago de la indemnización por daño emergente.

VI. Liquidación

Perjuicios materiales

a. Daño emergente

21. La Sala procederá a actualizar la condena impuesta a las entidades demandadas por el daño material del inmueble que poseían los demandantes, el cual fue avaluado por las autoridades departamentales y municipales en la suma de cuarenta millones de pesos, teniendo como referencia para el índice inicial, el vigente a la fecha en que sucedió el hecho dañoso y el final el que corresponde a la fecha de esta sentencia mediante la aplicación de la siguiente fórmula:


	Ra
	=
	Renta actualizada a establecer.

	Rh
	=
	Renta actualizada: $ 40 000 000.

	Ipc (f)
	=
	Es el índice de precios al consumidor final, es decir, 109,16 que es el correspondiente a diciembre de 2011.

	Ipc (i)
	=
	Es el índice de precios al consumidor inicial, es decir, 24.92 que es el que correspondió a la fecha en que sucedieron los hechos.



[image: image1]
21.1 De este modo, la suma a reconocer a los demandantes por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente es de ciento setenta y cinco millones doscientos dieciséis mil seiscientos noventa y tres pesos con cuarenta y dos centavos ($175 216 693,42).

b. Lucro cesante 

22. En lo que respecta a la solicitud de condenar a las entidades demandadas a pagar “los ingresos que dejaron de percibir como consecuencia de la imposibilidad de mantener en arrendamiento el citado inmueble”, esta Sala se aparta de lo considerado por el juez de primera instancia, por cuanto en su liquidación tomó el valor del canon de arrendamiento, lo actualizó y multiplicó por el número de meses comprendido entre la fecha de la providencia y el día en que sucedió el hecho dañoso. La razón base para fundamentar el distanciamiento es la ausencia de prueba acerca de cuándo el inmueble fue reconstruido, pues una vez esto aconteció los ingresos por arrendamiento comenzarían a producirse y cesaría de este modo el daño por lucro cesante, esto es, la sentencia apelada parte del supuesto de que a la fecha de la misma no se ha reconstruido el inmueble y por ello la pérdida del canon de arrendamiento sería actual, sin embargo de ello no obra prueba en el expediente y es a la que el Tribunal debe acceder al momento de volver a liquidar este perjuicio. 

22.1 Con base en lo expuesto, estima la Sala que la parte demandante debe, ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Huila, adelantar el incidente de liquidación de perjuicios, a fin de que en éste se determine el monto a reconocer a su favor por lucro cesante, respecto de los ingresos que dejaron de percibir como consecuencia de la imposibilidad de mantener en arrendamiento del citado bien inmueble, para lo cual deberá obtener información acerca de si el referido bien inmueble fue reconstruido con anterioridad a la fecha de esta providencia, y si ello aconteció, tomar dicha fecha y la del acontecimiento del hecho dañoso como el lapso que se ha de tener en cuenta para reconocer el lucro cesante por el concepto alegado. De no existir prueba de lo anterior, el Tribunal deberá tener en consideración, conforme con la jurisprudencia de esta Corporación
, que en el afectado recae una carga de recomponer la actividad económica que desarrollaba con el bien destruido y por ende, estima la Sala que, en este caso, el término de seis meses constituye un término prudencial para la recuperación de dicha actividad.

VII. Costas

23. Con respecto al daño alegado por los demandantes relacionado con “lo que cueste el pleito,(…) incluyendo desde luego, los honorarios que deban pagarle a los abogados para hacer valer procesalmente sus derechos o lo que legalmente corresponda”, esto es, con respecto a la solicitud de condena en costas, esta Sala estima que en atención a que para el momento en el cual se dicta este fallo la Ley 446 de 1998, en su artículo 55, indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente y como en el sub lite ninguna de aquellas actuó de esa forma, no habrá lugar a su imposición.

24. En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

Primero: CONFIRMAR el numeral primero y tercero de la sentencia del 20 de marzo de 2002, proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo del Huila.

Segundo: MODIFICAR el numeral segundo de la parte resolutiva de la sentencia el cual quedará así:

2. Condenar a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional en un 70%- y a la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero -en un 30%- a pagar a Ana Silvia (…) Onías (…) y a Benjamín Hoyos Pérez (…) ciento setenta y cinco millones doscientos dieciséis mil seiscientos noventa y tres pesos con cuarenta y dos centavos ($175 216 693,42), por concepto de perjuicios materiales- daño emergente y condenar en abstracto a las referidas entidades, en iguales porcentajes, el valor a pagar por concepto de los perjuicios materiales-lucro cesante causado a los demandantes, en la cuantía que se establezca dentro del trámite incidental que para el efecto deberá promover la parte actora dentro de los sesenta (60) días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia. Para adoptar su decisión, el Tribunal deberá sujetarse a los parámetros establecidos en la parte motiva de esta providencia (numeral 22.1).

Tercero: Sin condena en costas.

Cuarto: Cúmplase lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.

Quinto: En firme este fallo devuélvanse los expedientes al Tribunal de origen para su cumplimiento y expídanse a la parte actora las copias auténticas con las constancias de las cuales trata el artículo 115 del Código de Procedimiento Civil.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

	DANILO ROJAS BETANCOURTH 

Presidente de la Sala



	STELLA CONTO DÍAZ DELCASTILLO 
	RUTH STELLA CORREA PALACIO


Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
Ra = Rh 
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Ipc (i)





 24.92











Ra = $40 000 000   109.16         = $ 175 216 693,42




















� En la demanda presentada el 3 de marzo de 1995, se estima la cuantía de la mayor pretensión, por concepto de perjuicios materiales en $ 40 000 000, oo para los demandantes. Por estar vigente al momento de la interposición del recurso de apelación que motiva esta instancia, se aplica en este punto el artículo 2° del Decreto 597 de 1988 “por el cual se suprime el recurso extraordinario de anulación, se amplía el de apelación y se dictan otras disposiciones”, que modifica el numeral 10° del artículo 132 del Código Contencioso Administrativo, y que disponía que la cuantía necesaria para que un proceso fuera de doble instancia, debía ser superior a $ 9 610 000, oo.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 18 de marzo de 2010, C. P. Mauricio Fajardo Gómez, radicación n.° 14390.


� “ARTÍCULO 756: Se efectuará la tradición del dominio de los bienes raíces por la inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos públicos. De la misma manera se efectuará la tradición de los derechos de usufructo o de uso, constituidos en bienes raíces, y de los de habitación o hipoteca. 


ARTICULO 757: En el momento de deferirse la herencia la posesión de ella se confiere por ministerio de la ley al heredero; pero esta posesión legal no lo habilita para disponer en manera alguna de un inmueble, mientras no preceda: 


1o.) El decreto judicial que da la posesión efectiva, y 


2o.) El registro del mismo decreto judicial y de los títulos que confieran el dominio”.


� Devis Echandía Hernando, Teoría General de la Prueba Judicial, Tomo Segundo, Editorial Temis, Bogotá, 2002, pág. 587.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 21 de septiembre de 2000, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, radicación n.° 11766.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencias del 22 de abril de 2009, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, radicación n.° 17000.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencias del 11 de noviembre de 2009, C.P. Mauricio Fajardo Gómez, radicación n.° 17119.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 31 de agosto de 2011, C. P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, radicación n.° 19195, entre otras. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 28 de junio de 2006, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, radicación n.° 16630, entre otras. 


�Las siguientes normas establecen la naturaleza jurídica de la Caja de Crédito Agrario, Industrial y Minero: art. 21 de la Ley 57 de 1931,  art,. 7° de la Ley 33 de 1971, art. 1° de la Ley 27 de 1981, art. 233 del Decreto 663 de 1993 “por medio del cual se actualiza el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y se modifica su titulación y numeración”.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 13 de octubre de 1988, C.P. Antonio José de Irisarri Restrepo, sin radicación. 


� Corte Constitucional, sentencia de constitucionalidad del 25 de febrero de 1993, M.P. Ciro Angarita Barón, C- 074. 


� “Artículo 177: Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. Los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas no requieren prueba”. Con respecto a la afectación del orden público como un hecho notorio y que como tal no requiere prueba se encuentran las siguientes sentencias del Consejo de Estado: Sala Plena, 17 de septiembre de 1996, C.P. Mario Alario Méndez, radicación CA-001; Sección Primera, 12 de diciembre de 2003 C.P. Camilo Arciniegas Andrade, radicación n.° 6162; Sección Tercera, 1° de marzo de 2006, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, radicación n.° 13764.


� El Decreto 261 de 5 de febrero de 1993 prorrogó por primera vez el estado de conmoción interior declarado por medio del Decreto 1793 del 8 de noviembre de 1992 y el Decreto 829 de 6 de mayo de 1993 lo prorrogó por segunda vez. Finalmente, por medio del Decreto1515 de 4 de agosto de 1993 se prorrogó la vigencia de algunos decretos expedidos en el desarrollo del estado de conmoción interior.


� Hecho que se corrobora con la gráfica del comportamiento de atentados terroristas 1990 –Enero 2007, en Logros de la consolidación de la política de defensa y seguridad democrática, Ministerio de Defensa, República de Colombia, febrero de 2007, p. 42.


� Observatorio del programa presencial de derechos humanos y dih, Panorama actual del Huila, Presidencia de la República  de Colombia, Bogotá, marzo de 2003.


� Ibídem. 


� Al respecto esta Corporación dijo: “En relación con el daño sufrido por la pérdida o deterioro de las cosas materiales, se considera que la víctima debe desarrollar una actividad tendente a limitar en el tiempo dicho perjuicio. Cuando no se conoce con certeza su duración, ese límite debe ser apreciado y determinado en cada caso concreto por el fallador, ya que ‘la lógica del juez colombiano en este aspecto es la de impedir que la víctima se quede impasible ante su daño. Se parte, pues, de un principio sano en el sentido de que no se avala la tragedia eterna y, por el contrario, se advierte a la víctima que su deber es reaccionar frente al hecho dañino y sobreponerse….Llegar, en efecto, a la posibilidad de que las consecuencias de la situación dañina se extiendan indefinidamente sería patrocinar la lógica de la desesperanza, de la tragedia eterna y de un aprovechamiento indebido’ (JUAN CARLOS HENAO PÉREZ. El Daño. Santafé de Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 1998. págs. 156-157)”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 12 de septiembre de 2002, C. P. Ricardo Hoyos Duque, radicación n.° 13395. 





